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DERECHO AL BUEN NOMBRE. En cuanto al buen nombre, la misma Corporación ha indicado que el mismo es objeto de protección constitucional, en la medida en que  ‘sin justificación ni causa cierta y real, es decir, sin fundamento, se propagan entre el público -bien en forma directa y personal, ya a través de los medios de comunicación (...)- informaciones falsas o erróneas o especies que distorsionan el concepto público que se tiene del individuo y que, por lo tanto, tienden a socavar el prestigio y la confianza de los que disfruta en el entorno social en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma se manipula la opinión general para desdibujar su imagen”


También se ha sostenido, que como requisito de procedibilidad para amparar esta garantía fundamental a través de éste mecanismo excepcional deberá “mediar una solicitud previa de rectificación de la información”
.
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, dos de septiembre de dos mil trece
Acta N°       del 2 de septiembre de 2013
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver acción de tutela presentada por el señor CHRISTIAN DAVID MEJÍA GRISALES, contra el COMANDO DE POLÍCIA DE RISARALDA y la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS. 
ANTECEDENTES
Indica el señor Mejía Grisales, residente del municipio de Santuario, que en el mes de noviembre del año 2012 fue victima del robo de su local comercial dedicado al alquiler de video juegos, del cual fueron hurtados los elementos con los cuales desarrollaba su actividad mercantil, situación que fue denunciada ante la Policía Judicial y aunque efectivos de la institución iniciaron la respectiva investigación, el trámite fue archivado, con ocasión al informe No S-2013-009730- de 2013,  rendido por el Comandante de Policía de Risaralda, en el que concluye que todo se trató de un auto-robo, inferencia a la que se llegó a pesar de que al momento de formularse el denuncio se brindó información de posibles sospechosos.

Indica que en el informe policía adicionalmente se afirma que él desistió de la denuncia, hecho que no obedece a la realidad, pues si bien recuerda haber realizado tal actuación telefónicamente ante el llamado de una funcionaria que dijo ser de la Fiscalía, lo hizo compelido por ésta y ante el desconocimiento que ello implicaba.
Sostiene que el día 3 de julio de 2013, ahora en su lugar de residencia fueron robadas joyas y dinero en efectivo y que, a pesar de que su progenitora informó a los uniformados que atendieron el caso de la identidad del posible autor, la conclusión fue la misma de la investigación anterior. 
Por lo expuesto, considera vulnerados sus derechos fundamentales al buen nombre, a la intimidad personal, a la presunción de inocencia y al debido proceso, por lo que requiere la corrección del informe presentado ante la Dirección de Seguridad Ciudadana de la Policía Nacional y exige la presentación de un nuevo informe que atienda la realidad de la investigación, así como un memorial de desagravios suscrito por el Coronel Ciro Hernán Cifuentes Rodríguez y la Fiscalía que tuvo conocimiento del asunto.

TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción se ordenó correr traslado a las entidades accionadas por el término de dos (2) días, dentro de los cuales dieron se pronunciaron sobre los hechos de la acción y ejercieron su derecho de defensa.
El Departamento de Policía de Risaralda indicó que el informe rendido por el Comando del Departamento de Risaralda a la Dirección de Seguridad Ciudadana de la Policía Nacional, en parte alguna vulnera los derechos que el actor reclama como vulnerados, pues el mismo obedece a la labor desarrollada por los efectivos a cargo del caso, cuyas pesquisas e investigaciones llevaron a la conclusión de que el hecho punible denunciado por el actor se trato de un auto-robo, razón suficiente para que la Fiscalía archivara el caso.  Sostiene que en momento alguno del proceso investigativo se difundió información falsa o errónea del actor o se señaló como responsable de los hechos, pues ni siquiera se encuentra vinculado a ningún proceso penal, hecho que desvirtúa la vulneración a la presunción de inocencia o al debido proceso.

A su vez, la Fiscal 20 Delegada del municipio de Santuario, refiere que una vez el patrullero Yonny Javier Castillo Zambrano, funcionario asignado a ese despacho, informa la imposibilidad de establecer autores de los hechos denunciados por el demandante, procedió a archivar las diligencias, informando de ello al denunciante.

Afirma que la anterior decisión obedeció a la “Atipicidad de la conducta Punible”  y no al desistimiento del actor.

Finalmente indica la imposibilidad que reviste atender los requerimientos de Mejía Grisales, pues ni conoce el contenido del oficio No S-2013-009730, ni tiene injerencia sobre las comunicaciones surtidas al interior de la Policía Nacional.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

EL PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Con el informe rendido por el Comandante de Policía de Risaralda al Director de Seguridad Ciudadana Policía Nacional, se vulneran los derechos cuya protección reclama el actor ?
Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL Y AL BUEN NOMBRE.
El artículo 15 de nuestra Constitución Política consagra los derechos a la intimidad, a la propia imagen y al buen nombre, como una de las principales manifestaciones de los derechos de la personalidad. 

En relación con el derecho a la intimidad, se tiene que éste se desarrolla en lo que comúnmente conocemos como “vida privada”, espacio donde se es permitido actuar libremente, sin la intromisión arbitraria de las demás personas, pero siempre respetando las garantías ajenas y el ordenamiento jurídico.
En ese contexto, se tiene que tal garantía personalísima, solamente admite invasiones, intromisiones o limitaciones legítimas y justificadas constitucionalmente  y en el caso particular, es preciso traer a colación lo dispuesto por la Corte Constitucional en sentencia T-066 de 1998
, en la que, a manera de conclusión, acepta que los organismos de seguridad están autorizados para recolectar datos sobre personas, con el fin de garantizar la vigencia del orden constitucional, pero bajo la condición que dichos procedimientos:  (i) respeten los derechos fundamentales, (ii) garanticen la reserva de la información, (iii) permitan la intervención de los jueces y (iv) se efectúen razonablemente, recopilando la información que sea estrictamente necesaria, por un tiempo limitado y siempre que existan indicios o manifestaciones de la existencia o preparación de un ilícito.  

En cuanto al buen nombre, la misma Corporación ha indicado que el mismo es objeto de protección constitucional, en la medida en que  ‘sin justificación ni causa cierta y real, es decir, sin fundamento, se propagan entre el público -bien en forma directa y personal, ya a través de los medios de comunicación (...)- informaciones falsas o erróneas o especies que distorsionan el concepto público que se tiene del individuo y que, por lo tanto, tienden a socavar el prestigio y la confianza de los que disfruta en el entorno social en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma se manipula la opinión general para desdibujar su imagen”

También se ha sostenido, que como requisito de procedibilidad para amparar esta garantía fundamental a través de éste mecanismo excepcional deberá “mediar una solicitud previa de rectificación de la información”
.
2. DEBIDO PROCESO Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA
El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.  
Así mismo, contempla dicha disposición la presunción de inocencia, al tenor del cual “toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable”, postulado que no sólo tiene consecuencias relativas al proceso penal como tal sino que aplica a todos los ámbitos. 
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el actor pretende que las entidades accionadas rectifiquen la información consignada en el oficio No S-2013-009730/COMAN-ASJUR, en donde el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda informa al Director de Seguridad Ciudadana de la Policía Nacional, las actividades realizadas por los efectivos de esa institución para esclarecer los hechos denunciados por varios ciudadanos, entre ellos los robos de los cuales fueron víctimas él y su progenitora.

Lo primero que debe advertirse, es que si bien la comunicación cuya información considera el señor Mejía vulnera sus derechos fundamentales al buen nombre, a la intimidad personal, a la presunción de inocencia y al debido proceso, es una misiva interinstitucional, en la cual se detallan las actividades desarrolladas en procura de dar con los autores de una serie de robos ocurridos en el municipio de Santuario y que fueron oportunamente denunciados por las víctimas.  

Ahora, si bien el contenido del referido oficio tenía como fin brindar información  al Mayor General Rodolfo Palomino López, Director de Seguridad Ciudadana –Policía Nacional- que permitiera atender el derecho de petición presentado por el señor José Danilo Zapata Castaño, el mismo fue divulgado por fuera de la institución, pues no otra cosa explica que el accionante tuviera acceso a él. 
Según dicho documento, las investigaciones realizadas en procura de establecer los autores de los hurtos denunciados por el accionante, obedecen a labores  de inteligencia efectuadas por los uniformados en el lugar de los acontecimientos, las cuales arrojaron como posible resultado, atendiendo las circunstancias que rodearon los hechos,  que se trató de la comisión de un “posible auto-robo”, concepto que parte de los policiales adscritos a la Unidad Básica de Investigación Criminal de Santuario, pero que no constituyó fundamento suficiente para formular en contra del señor Mejía Grisales denuncia por la posible comisión del delito de “falsa denuncia” consagrado en el artículo 435 del Código Penal, por lo que, en estricto sentido,  no se advierte conculcada ni la presunción de inocencia, ni la intimidad del actor.
No obstante lo anterior,  conforme al documento visible a folio 29 y siguientes del expediente, se tiene que las diligencias preliminares fueron archivadas por ATIPICIDAD –sic-, debido a que luego de llevar a cabo el programa metodológico por parte de la SIJIN -Santuario –fl 24 y siguientes- no fue posible establecer los autores del hecho, a pesar de reunirse nuevamente con el denunciante para obtener nueva información que permitiera determinar él o los responsables del hurto.
Tal decisión, según la comunicación visible a folio 34 fue informada al actor, con la anotación de “que las diligencias se pueden reanudar en el evento de que se alleguen nuevos elementos que fundamenten su investigación”.
Conforme a lo narrado, se puede advertir que en el presente asunto no se ha vulnerado el debido proceso, pues éste se respetó en el medida en que se adelantaron las diligencias necesarias para obtener resultados frente a la denuncia formulada por el señor Mejía Grisales, y que si bien la investigación no arrojó resultados positivos, ello se debió a la falta de elementos probatorios que incriminaran a los autores de los delitos. Ahora es preciso advertir que, de contar el actor con información que permita reanudar las diligencias, puede acudir ante la Fiscal 20 Local de Santuario.  
Sin embargo, no se puede decir lo mismo con relación al derecho fundamental al buen nombre reclamado como vulnerado por el tutelante, pues se tiene que en el pluricitado informe rendido por el Comandante de Policía de Risaralda, se hace relación a motivaciones diferentes a las que dieron lugar al archivo de las diligencias, pues como ya se anotó esa orden obedeció a la “ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA PUNIBLE” –sic-, fundamentada en el hecho de que luego de las labores de inteligencia,  no fue posible dar con los autores materiales del hurto,  y no porque se haya establecido que se trato de un “auto-robo” o del desistimiento de la denuncia por parte del actor, como equivocadamente se consigna en la misiva.
Pese a lo anterior, el amparo constitucional se torna  improcedente, en las voces de la sentencia T-1095-2007 a que antes se hizo alusión, dado que el accionante no ha solicitado al Comandante de la Policía de Risaralda Coronel Ciro Hernán Cifuentes Rodríguez, la rectificación de los motivos que dieron lugar al archivo de la denuncia formulada el día 12 de diciembre de 2012.

Encontrando entonces que no se advierten vulnerados los derechos fundamentales a la intimidad, debido proceso y presunción de inocencia y que,  frente al buen nombre, el señor CHRISTIAN DAVID MEJÍA GRISALES no realizó los requerimientos previos para solicitar la rectificación de la información contenida en el oficio No S-2013-009730/COMAN-ASJUR 22, se negará la protección invocada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE:

PRIMERO.- NEGAR el amparo constitucional solicitado por el señor CHRISTIAN DAVID MEJÍA GRISALES
SEGUNDO.- Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

   ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario. 
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